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N U E V A  O N D A

—¡Tranquila! Es mi tío Beto, que dice ser un Therian.

Políticos e ideólogos del Frente Amplio argumen-
taron durante años respecto de las bondades de
las iniciativas estatales, en contraste con los per-
manentes problemas que generaría el afán de lu-

cro del sector privado. Utilizaron ese argumento para
procurar minimizar la participación privada en educa-
ción y salud. Insistieron, basado en ello, en que el Estado
estaría en condiciones de entregar “educación pública,
gratuita y de calidad”, solo porque esa era su intención.
La ciudadanía ha conocido los resultados de seguir ideo-
lógicamente ese eslogan. 

Ha habido otros ejem-
plos de iniciativas estatales
montadas para mostrar que
dan mejores resultados que
las privadas. Las farmacias
populares las instituyó el
entonces alcalde de Recole-
ta, Daniel Jadue, afirmando que ese modelo era inmensa-
mente superior al de las cadenas privadas. Fue un fraca-
so. En su momento de mayor auge, no lograron más allá
de un 1% o 2% del mercado de los fármacos, ofrecían una
cantidad bastante pequeña de estos, los entregaban en di-
ferido, y generaron pérdidas para las municipalidades
que se involucraron. Jadue terminó formalizado por el
uso de fondos municipales en la farmacia popular de su
comuna. 

En 2022 este gobierno instituyó el programa “Gas a
precio justo”. El propósito era vender balones de gas li-

cuado a los consumidores a través de un programa lleva-
do a cabo por Enap. Argumentó que dada la investiga-
ción que realizaba la Fiscalía Nacional Económica respec-
to de la intensidad competitiva del mercado del gas, el
Gobierno iba a mostrar a la población que el Estado sí
podía entregar “gas a precio justo” mucho mejor que el
sector privado. A pesar de la reticencia con que los ejecu-
tivos de Enap debieron adoptar el programa —se aparta-
ba del objetivo, capacidades y competencias de la empre-
sa—, el programa se echó a andar. Su resultado, según un
reciente informe de Contraloría, arroja que el experimen-

to trajo pérdidas por más
$500 millones a la petrolera,
monto que el Estado debe
devolver a la empresa y aún
no ha hecho, y que se deben
realizar diversos sumarios
por la falta de antecedentes

con que se decidió llevar adelante la iniciativa. 
La idea de que el Estado, por el solo hecho de carecer

de motivaciones lucrativas, y porque su propósito es
siempre, supuestamente, el bien común, va a ser exitoso
en las iniciativas productivas que acometa, revela un gra-
do de ideologismo que ha terminado causando mucho
daño. Es como si pensaran que bastan las buenas inten-
ciones con las que se aborde un proyecto para que la reali-
dad se doblegue ante ellas y la naturaleza humana desa-
parezca. Estos casos muestran que lo estatal puede, en
ocasiones, efectivamente, dañar a lo público.

Es como si pensaran que bastan las buenas

intenciones con las que se aborde un proyecto

para que la realidad se doblegue ante ellas.

Cuando lo estatal daña lo público

Después de dos años de investigación, la Comi-
sión Europea determinó —en un fallo prelimi-
nar— que la plataforma china TikTok viola la
ley de Servicios Digitales por su “diseño adic-

tivo”, causado por una reproducción ilimitada y su siste-
ma personalizado, entregando siempre contenidos nue-
vos, capturando la atención del usuario y provocando un
sentido de dependencia, especialmente en niños y perso-
nas vulnerables. Se espera de la plataforma un rediseño y
cambios en sus métodos de operación.

En Estados Unidos, un juicio calificado como histórico se
desarrolla en Los Angeles, Ca-
lifornia, contra YouTube e Ins-
tagram, plataformas acusadas
de haber sido diseñadas para
producir deliberadamente
adicción en los niños. Una joven de 20 años declara haber
tenido serios problemas de salud mental luego de haber usa-
do desde temprana edad estas plataformas, volviéndose adic-
ta. Como testigo fue citado Mark Zuckerberg, director ejecu-
tivo de Meta, empresa que junto a Google enfrentan múlti-
ples demandas. El empresario aseguró que las plataformas
cuentan con un verificador de edad, pero que “quizás podría-
mos haberlo hecho antes”.

El cuestionamiento que enfrentan las redes sociales

debiera resultar en una revisión de las operaciones de sus
plataformas, lo que si bien puede implicar altos costos,
debiera traducirse en una mayor transparencia respecto
del funcionamiento de los algoritmos y otras operaciones
acusadas de afectar la salud mental y causar adicción.

El juicio en Estados Unidos y la declaración europea,
además de las medidas prohibitivas que están adoptando
numerosos países, indican una preocupación creciente por
el efecto que pueda tener una exposición temprana a estos
medios. El argumento esgrimido por los fundadores y los
propietarios de esas empresas multinacionales, referido a

que solo deben responder
por su rol de soporte tecnoló-
gico, comienza a cuestionar-
se. Pareciera que, así como a
los medios periodísticos se

les exigen ciertas rutinas profesionales y deben ceñirse a un
marco legal y a normas éticas en la entrega de contenidos,
las audiencias esperan un marco similar para las redes so-
ciales, demandando mayor transparencia de sus operacio-
nes, más controles de acceso para los menores de edad y una
cuidada responsabilidad en la transmisión de contenidos.
Los procesos en curso están sentando un precedente que
podría derivar en ajustes efectivos en la manera de operar
de las redes sociales.

El cuestionamiento que enfrentan debiera

resultar en una revisión de sus operaciones.

Arremetida contra redes sociales

El Presidente
Kast podrá revertir
la catastrófica polí-
tica exterior del
Presidente Boric.
El ideologismo del
gobierno saliente,
personalismo de
su mandatario y
postergación de la
diplomacia profe-
sional nos enemis-
tó con los gobier-
nos de Perú, Argentina, Estados Uni-
dos e Israel, claves para la seguridad
y progreso nacional. Los agravios
entre países no se olvidan, suelen im-
poner cargas a sus siguientes admi-
nistraciones. 

El nuevo go-
bierno está tam-
bién en condicio-
nes de lograr otro
alivio: la normalización de las relacio-
nes con Venezuela. El destituido Presi-
dente Maduro expulsó a nuestra mi-
sión diplomática y consular en Caracas,
dejando a miles de chilenos desampa-
rados, impidiendo extradiciones, retor-
no y deportación de venezolanos, e im-
posibilitando la obtención de antece-
dentes para la regularización de sus re-
sidencias en Chile.

Una evolución favorable en Ve-
nezuela podría descomprimir la pre-
sión migratoria y alentar el regreso
de nacionales de ese origen, perdien-
do todo sentido el prometido y casi
imposible corredor humanitario.

No basta con normalizar las re-
laciones, ahora será posible reimpul-
sar agendas bilaterales y remover
obstáculos importantes, por de
pronto con Estados Unidos. Inde-
pendientemente del fallo de la Corte
Suprema de Estados Unidos que
anuló las alzas arancelarias, Trump
insistirá en nuevas tarifas y habrá
que concluir negociaciones comer-
ciales como lo hiciera Argentina que,

según The Economist, logró acuer-
dos muy superiores al resto de los
países, gracias a las buenas relacio-
nes entre sus gobiernos.

También es urgente despejar el
desencuentro con Estados Unidos
por el cable submarino Chile-China
Express que ha escalado y se traspa-
sará al futuro gobierno. La sorpresa
que ha causado este incidente a la
Cancillería es otra prueba y costo de
la falta de acceso al gobierno de
Trump.

La delicada situación de las rela-
ciones con Estados Unidos, que tam-
bién incide en la normalización con
Venezuela, requerirá de la diploma-
cia profesional con experiencia ante

la Casa Blanca y el
Departamento de
Estado. Otra vez
la dimensión polí-
tica supera a la

económica, como también el realis-
mo y pragmatismo superan al ideo-
logismo de Boric. 

Reposicionar correctamente a
Chile en el tumultuoso panorama in-
ternacional supone dar atención y
presencia a los foros mundiales rele-
vantes. Chile estuvo ausente de la
Conferencia de Seguridad de Mú-
nich, evento político del más alto ni-
vel en materia de seguridad y defen-
sa, con la participación de más de mil
representantes sobre más de cien go-
biernos, varios sudamericanos. 

Mientras tanto, el debate inter-
nacional se centra equivocadamen-
te, por la oposición y el oficialismo,
en la candidatura de la expresidenta
Bachelet a la Secretaría General de
Naciones Unidas, que habría que
dejar que siga su curso, y concen-
trarse en los verdaderos desafíos y
prioridades para normalizar nues-
tra política exterior y promover el
interés nacional.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Prioridades internacionales

Los agravios entre países

no se olvidan.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Hernán Felipe
Errázuriz

Estamos en la playa con el Prócer,
tendidos al sol sobre nuestras toallas
luego de habernos zambullido en las
olas. “¿Qué te parecen los Theriodácti-
los?”, me pregunta. “Darling, cuántas
veces te he dicho
que se llaman The-
rians”, le reprende
su mujer, quien con-
versa con la mía
instaladas en sen-
d a s r e p o s e r a s .
“Bueno, eso mismo,
los humanos que se
sienten animales y
se disfrazan y com-
portan como tales.
Es algo muy raro.
En nuestra época
había personas que
se identificaban con
personajes históricos, el más recurrido
era Napoleón, pero eran reconocidos
como insanos y se los trataba para que
recuperaran la razón. En cambio ahora
creerse un animal parece algo normal y
aceptado, y no me extrañaría que en po-
co tiempo más exijan prebendas socia-

les, tales como baños especiales o exen-
ciones de impuestos, ya que los anima-
les no son contribuyentes”. 

“Darling, no lo tomes tan en serio”, le
controvierte su mujer. “Es una moda, y co-

mo tal es pasajera.
Además entiendo que
si bien se identifican
psicológicamente con
animales, no actúan
como tales a tiempo
completo, sino que
desarrollan una vida
social normal y no le
hacen daño a nadie”.
“Hummm, salvo que
uno se crea que es un
per ro b ravo y t e
muerda”, contesta él
con escepticismo.

En eso oímos el
pregón “pan de huevo fresquito, palme-
rita y barquillo”, y la conversación ter-
mina abalanzándonos sobre el vende-
dor para aplacar el hambre feroz de la
costa con deliciosos panes de huevo. 

D Í A  A  D Í A

Therians

R. RIGOTER

T E M A S  E C O N Ó M I C O S

Conocido y documentado el pési-
mo manejo fiscal de la actual admi-
nistración, es necesario examinar las
posibilidades de ajuste que enfrenta-
rá el futuro gobierno del Presidente
electo, José Antonio Kast. Para dicho
efecto, el punto de partida debe ser la
cuantificación del exceso de gasto
(respecto de los ingresos).

De acuerdo con el Informe de Fi-
nanzas Públicas (IFP) del cuarto tri-
mestre de 2025, el total de gasto del
gobierno central alcanzó el año pasa-
do los $82.132.035 millones, mientras
los ingresos e fec t ivos fueron
$72.606.525 millones, lo que explica
el déficit efectivo de $9.525.510 millo-
nes que reveló hace algunas semanas
el Ministerio de Hacienda, equivalen-
te a US$ 10.400 millones (tipo de cam-
bio $911por dólar) o 2,8% del PIB. Este
porcentaje es muy superior al antici-
pado en el tercer trimestre de 2024,
cuando la Dipres anticipaba un déficit
efectivo de solo un 1% del PIB. Por lo
tanto, dados los ingresos efectivos de
la nación en 2025, el gasto público de-
bería haber sido recortado en cerca de
US$ 6.700 millones para haber alcan-
zado la meta inicial de Hacienda res-
pecto del déficit. Un monto muy alto
que debió merecer mayor atención
por parte de las actuales autoridades
económicas.

Lamentablemente, las consecuen-
cias de estos desajustes serán hereda-
dos por la siguiente administración.
Por de pronto, en solo un trimestre, las
proyecciones de déficit efectivo para
2026 empeoraron significativamente:
desde $5.236.854 millones (1,5% del
PIB) en el IFP del tercer trimestre en
2025 a $6.645.575 millones en el mis-
mo informe, pero del cuarto trimestre
(1,8%). Asumiendo que las estimacio-
nes de ingresos que presenta Hacien-
da son correctas, el próximo gobierno
debería realizar un ajuste en el nivel de
gasto superior a los US$ 7.000 millo-
nes en el evento de buscar un presu-
puesto efectivo equilibrado. Pero in-
cluso con un recorte de esta magnitud
el déficit estructural se ubicaría cerca-
no al 1% del PIB. Esto da cuenta del ta-
maño del descalce presupuestario.

En cuanto a la evolución de los in-
gresos fiscales, tema en que las ac-
tuales autoridades se han escudado
para obviar sus responsabilidades,
su disminución no es sorpresa. La
agenda de reformas del gobierno de
Gabriel Boric, incluyendo un pro-
yecto constitucional que, de haberse
aprobado, hubiese transformado
profundamente la institucionalidad
económica; es razón atendible para
explicar la menor actividad local, la
relocalización de la actividad en el

extranjero y, como consecuencia, la
caída en los recursos que entran al
fisco a través del sistema tributario. 

Así entendida, la insistencia del
Gobierno por apuntar a los “grandes
contribuyentes” (empresas) como
responsables del descalce de ingre-
sos y gastos no hace más que confir-
mar la equívoca visión de una admi-
nistración que ha dañado no solo
nuestras cuentas fiscales, sino tam-
bién el ambiente de negocios en Chi-
le. El reciente llamado de la directora
de Presupuestos, Javiera Martínez, a
perfeccionar el ajuste cíclico que se
hace sobre los ingresos del cobre
(Codelco) confirma que en materia
de ingresos, esta administración ac-
tuó con impericia y retraso.

Por ello, un primer paso para co-
menzar el proceso de normalización
del balance del Estado es ofrecer rá-
pidamente un relato que apunte al
fomento de la actividad privada, el
respeto a la institucionalidad y la
atracción de la inversión. Como lo ha
demostrado la historia, el arribo de
una administración movida por esos
principios puede activar la econo-
mía, generar empleos y, así, elevar la
recaudación de impuestos. Sin em-
bargo, frente al tamaño de la grieta
fiscal, en esta oportunidad esa estra-
tegia no será suficiente. 

¿Qué se puede hacer frente al déficit?
El salto de la proyección de déficit estructural para 2026 desde el 1,1% hasta el 2,7% del PIB
encendió todas las alertas. Implementar un recorte drástico y necesario sin afectar el crecimiento
requerirá de un nivel de planeación no visto en décadas en el Estado.

Incentivos, recortes y fiscalización
El fuerte empeoramiento de las

proyecciones de déficits reconocido
por el Gobierno en las últimas sema-
nas ha llevado al Presidente electo a
plantear la idea de una “emergencia
fiscal”. Pero hay que ser cautos al
elevar en exceso las expectativas de
un rápido y profundo ajuste del gas-
to. Experiencias anteriores indican
que ajustes anuales en torno a los
US$ 800 millones pueden ser imple-
mentados de la mano de la disciplina
y austeridad moderada, comunicada
a través de decretos de rápido despa-
cho desde Hacienda. Recortes supe-
riores requieren un esfuerzo mayor
que involucra además fuertes ajus-
tes en el número de funcionarios
(inicialmente asesores) de los distin-
tos ministerios, medidas administra-
tivas para asegurar el uso más efi-
ciente de los recursos en los distintos
programas del Estado e incluso la
potencial revisión de los fondos
asignados a los servicios públicos.

Ahora bien, la reducción del gasto
en montos muy por encima de los US$
1.500 millones implementada en un
espacio de un año requiere de un es-
fuerzo que el país no ha visto en años,
pero que puede ser posible conside-
rando la laxitud con que el gasto públi-
co se ha controlado en los últimos
años. Por de pronto, los esfuerzos de
Contraloría indican que con incenti-
vos, tecnología y un mínimo de creati-
vidad, es posible generar ahorros sig-
nificativos para el Estado (solo la re-
ducción de las licencias médicas cerca-
na al 20% está liberando casi US$ 200
millones de recursos públicos). Esta
estrategia debe ser potenciada y apo-
yada por la nueva administración.

También será necesario avanzar
con algunas modificaciones legales
que permiten controlar los desem-
bolsos del Estado en el largo plazo.
En este sentido, si bien fue un esfuer-
zo tardío, cabe destacar el impacto
fiscal que tiene el proyecto que modi-

fica el Subsidio a la Incapacidad La-
boral que ingresó al Congreso en ju-
nio de 2025 y que, en esencia, apunta
a homologar la estructura de dicha li-
cencia entre el sector público y el pri-
vado. El impacto de una medida de
este tipo podría llegar a US$ 200 mi-
llones. Ejemplos como este sobran
debido al deficiente diseño económi-
co en muchas de las reformas imple-
mentadas en los últimos años.

Y el Estado debe también hacer un
esfuerzo decidido por terminar con
cierta laxitud que se ha permitido en
las obligaciones y responsabilidades
de la población (muchas veces pro-
movidas desde la misma política).
Desde las altas tasas de evasión en el
transporte público hasta el generali-
zado no pago de créditos universita-
rios, el país dedica recursos millona-
rios a cubrir el costo de este compor-
tamiento. Una fiscalización efectiva y
moderna debe ser también parte de la
agenda para reducir el déficit público.
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